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nacionalidades, exponen la situación en la que se encuentran al no poder 
tramitar su pasaporte ante las autoridades consulares, o por la excesiva 
demora en su expedición; sin que se les conceda cédula de inscripción 
por los motivos indicados.

A la vista de lo anterior, se ha solicitado a la Dirección General de 
Migraciones que estudie la posibilidad de modificar el citado artículo 
211 del Reglamento de Extranjería, al objeto de que se conceda cédula 
de inscripción en caso de excesiva demora en la tramitación de los 
pasaportes, evitando los graves perjuicios de la indocumentación.

Asimismo, teniendo en cuenta la situación en la que se encuentran estos 
menores, se ha solicitado que, “entre tanto se modifica dicho artículo, se 
dicten instrucciones dirigidas a admitir a trámite las solicitudes de cédula 
de inscripción en estos casos y a la concesión de las mismas, tomando en 
consideración el interés superior de los menores concernidos”.

La atención y acompañamiento por parte de los Servicios de Protección 
de Menores a los jóvenes de origen extranjero al alcanzar la mayoría de 
edad propició la apertura de la queja 20/0255 en la que solicitaban nuestra 
intervención al considerar que el recurso al que derivaron al chico no era 
adecuado a su perfil y que, pese a que manifestó su deseo de acudir a 
otro tipo de centro, sus peticiones no fueron atendidas.

Solicitado informe a la Delegación Territorial de Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación en Cádiz nos remitieron respuesta detallando la labor de los 
trabajadores sociales y educadores tras la salida de este joven de su recurso 
y en tanto que no observamos una actuación administrativa contraria al 
ordenamiento jurídico o que no respete los principios constitucionales 
que está obligada a observar toda Administración Pública, dimos por 
concluidas nuestras actuaciones procediendo al cierre de este expediente 
de queja.

d) Menores con adicciones

De todos es conocido el grave problema que representa para la sociedad 
el consumo descontrolado de drogas o sustancias estupefacientes, siendo 
su incidencia mucho más dañina cuando ese problema afecta a personas 
en edad adolescente, en pleno proceso de maduración como personas.
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Las personas que acuden a la institución inmersas en esta problemática 
lo hacen para solicitar ayuda ante la situación desesperada en que se 
encuentran, al haber fracasado todos los intentos realizados para ayudar 
al menor víctima de la adicción. De dicho tenor es la queja 20/4618 que 
nos hizo llegar la madre de un joven, de 17 años de edad, que presentaba 
graves problemas de comportamiento asociados al consumo de sustancias 
estupefacientes. Relataba que su hijo no aceptaba su autoridad, no 
asumía reglas ni horarios, y había tenido serios problemas en el Instituto 
donde estaba matriculado (de donde había sido expulsado en reiteradas 
ocasiones) y que también se negaba a colaborar en las terapias o servicios 
de atención a la drogodependencia a los que había acudido. Nos decía 
que tenía pendiente una causa en la Fiscalía de Menores por violencia en 
el seno familiar por haberla agredido y que mantenía relaciones y 
contactos de riesgo en ambientes delictivos relacionados con el consumo 
de droga. 

Relataba una serie de gestiones ante los 
servicios municipales de esta temática en 
Arahal, como también en La Puebla de 
Cazalla, y otros contactos con la Fundación 
de Ayuda a la Drogadicción, todos sin 
continuidad ni resultados.

Tras recibir la queja de esta madre expusimos 
su caso a los servicios sociales municipales 
y al Ente Público de Protección de Menores, 
respondiéndonos la Delegación Territorial 
de Políticas Sociales de Sevilla que el menor 
finalmente ingresó, por orden de fiscalía, 
en el centro “Santa Teresa de Jesús” de Marchena, que disponía de una 
unidad específica para pasar el periodo de cuarentena por la pandemia 
Covid-19. Posteriormente, el menor fue trasladado al centro de acogida 
inmediata “San Juan de Ávila” de Carmona.

Durante el tiempo que el menor permaneció en estos centros presentó 
síndrome de abstinencia que originó conflictos graves en la convivencia 
y derivó en varios intentos autolíticos de gravedad que requirieron de 
atención médica.

Detectamos 
carencias de 

recursos para 
atender a menores 

drogodependientes. 
Un problema 

al alza que no 
lleva granjeado 

respuestas eficaces



156

I N F O R M E  A N U A L  2 0 2 0 DEFENSOR DEL MENOR DE ANDALUCÍA

Habida cuenta su situación, se declaró su desamparo y el Ente Público 
acordó su traslado a un recurso especializado en menores con consumo 
de tóxicos y trastornos del comportamiento, gestionado por la entidad 
Proyecto Hombre.

Otra de las adicciones que afecta a menores de edad que ha motivado 
nuestra intervención de este Defensor es la provocada por el juego de azar. 
Ya tuvimos ocasión de exponer los problemas que ocasiona esta adicción 
en un apartado especial de nuestro informe anual de 2018, abogando 
por medidas restrictivas de publicidad y que frenasen la descontrolada 
proliferación de negocios de juegos de apuestas.

Y en relación con esta cuestión hemos de resaltar la queja 20/0998 en la que 
la interesada se lamentaba del grave problema de ludopatía que padecía su 
hijo y relataba cómo esta adicción había afectado negativamente su vida. 
Dada la gravedad de la situación que le había tocado vivir se solidarizaba 
con otras familias que pudieran sufrir un caso similar y por ello pedía 
que intercediéramos ante el Parlamento para que las leyes regulatorias 
establecieran mayores restricciones sobre el negocio de apuestas.

En respuesta a este petición pusimos al corriente a la interesada de las 
actuaciones que al respecto veníamos realizando, con referencia especial 
al mencionado informe anual y su seguimiento posterior. Nuestra 
aportación, en aquel momento, se basaba en el planteamiento de que 
la Administración debía encontrar el necesario equilibrio entre permitir 
una actividad económica y prevenir los efectos que esa actividad puede 
producir en el orden público, en la salud y en la seguridad pública.

De la mano de ese equilibrio, y enarbolando el interés superior del menor 
y los evidentes perjuicios que este problema estaba ocasionado, pedimos 
que sin más demora se abordarse una acción normativa de definición 
de estas modalidades de juego, su fomento, publicidad y limitaciones de 
acceso a las personas más vulnerables. De ahí que debía ser un objetivo 
irrenunciable reclamar para la Comunidad Autónoma de Andalucía un 
paso adelante en el establecimiento de una regulación de los juegos de 
azar que prohibiera la publicidad fuera cual fuera el medio de difusión 
utilizado.

En todo caso, la definición de este marco regulatorio debía pasar por el 
abordaje de una reforma profunda de la Ley 2/1986, del Juego y Apuestas 
en Andalucía y demás normativa conexa. Y hemos de congratularnos que 



I N F O R M E  A N U A L  2 0 2 0

157

3. ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA

nuestra exposición del problema en sede parlamentaria tuviera una 
buena acogida, siendo así que el consejero de Hacienda anunció en una 
comparecencia en el Parlamento el inicio de la tramitación del proyecto 
de decreto por el que se adoptarían nuevas medidas de protección de 
menores y se modificarían determinados artículos de los reglamentos 
aplicables en materia de juego y apuestas en Andalucía: Entre el conjunto 
de medidas normativas que tiene previsto implementar dicho decreto se 
incluye la prohibición de apertura de nuevos salones de juego que se 
encuentren a menos de 150 metros de los accesos a colegios o institutos; 
el decreto prevé también la prohibición de adosar en las fachadas de los 
locales de juego y apuestas aquellos mensajes o imágenes, en cualquier 
soporte, representativos de juegos o de apuestas o de deportistas, 
alusivos a eventos sobre los que se puedan cruzar apuestas, así como 
cualquier información sobre la cotización puntual de las apuestas. Se 
incluye, asimismo, que el control de acceso -evitando la entrada de 
personas menores de edad- tendrá que llevarse a cabo de forma rigurosa 
desde las mismas puertas de entrada al establecimiento y obligatoriamente 
por empleados de plantilla de la empresa titular de la autorización del 
establecimiento. 

En esta línea, y en colaboración con el Instituto 
Andaluz de la Juventud (IAJ) y la Federación 
Andaluza de Jugadores en Rehabilitación 
(Fajer), el Gobierno de Andalucía también 
anunció próximas campañas de información y 
concienciación, dirigidas a jóvenes y menores de 
edad, sobre los riesgos de la práctica compulsiva 
del juego y de las apuestas, a desarrollar en los 
centros docentes así como en las redes sociales.

En cualquier caso, y toda vez que la normativa 
actual ya recoge la prohibición absoluta de 
acceso de menores de edad a dichos locales 
de apuestas, estableciendo controles rígidos 
que impidan su participación en juegos de azar, 
previendo fuertes sanciones en caso de incumplimiento, esta institución 
no puede hacer más que permanecer atenta al control que al respecto 
vienen realizando las distintas administraciones públicas, dando trámite 
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a las quejas que se reciban al respecto, o las que de oficio consideremos 
procedente iniciar.

Sobre esta cuestión también versaba al queja 20/1373 que en alusión 
al antes mencionado proyecto de decreto se mostraba disconforme 
con que las prohibiciones anunciadas limitaran la instalación de nuevas 
casas de apuestas a menos de 150 metros de centros educativos, lo cual 
consideraba insuficiente.

En respuesta a esta queja manifestamos al interesado nuestra percepción 
positiva de que la normativa venga a señalar un límite razonable de 
distancia para su instalación respecto de centros educativos, siendo así 
que el alcance concreto de este límite habrá de responder a criterios 
técnicos y estar sustentado en los informes que al respecto consten 
en el correspondiente procedimiento administrativo incoado para la 
elaboración de esta disposición de carácter general. 

A este respecto, recalcamos que, como toda disposición normativa 
de carácter general, dicho decreto habrá de elaborarse conforme a lo 
establecido en los artículos 128 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, debiendo ajustarse a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia.

En virtud del principio de proporcionalidad, la iniciativa que se proponga 
deberá contener la regulación imprescindible para atender la necesidad 
a cubrir con la norma, tras constatar que no existen otras medidas 
menos restrictivas de derechos o que impongan menos obligaciones a los 
destinatarios. A lo expuesto se une la preceptiva consulta pública, a través 
del portal web de la Administración competente, en la que se recabará 
la opinión de los sujetos y de las organizaciones más representativas 
potencialmente afectados por la futura norma acerca de los problemas 
que se pretenden solucionar con la iniciativa; la necesidad y oportunidad 
de su aprobación; los objetivos de la norma; y las posibles soluciones 
alternativas regulatorias y no regulatorias.

e) Menores con especiales problemas de comportamiento

Uno de los colectivos de menores que requieren especial atención 
lo constituyen aquellos que tienen enquistados problemas de 
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